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La terminación de la vigencia Fast Track como mecanismo alternativo del procedimiento 
legislativo para concretar las reformas enmarcadas por el Acuerdo de Paz abre la posibilidad 
de determinar y estudiar la trascendencia de modalidades diferentes a la ordinaria, para 
modificar la Constitución Política y las leyes de manera rápida. Por eso, el presente trabajo 
trazo como objetivo principal analizar el Fast Track conforme a los resultados obtenidos en 
materia legislativa. Desde ese enfoque, se plantean tres capítulos que resuelven el objeto de 
la investigación. Inicialmente, se establece el sustento normativo y jurídico del Fast Track 
con el fin de conocer sus potencialidades en el marco del sistema colombiano. Luego, se fija 
la forma en que operó el procedimiento en mención, para reconocer su efectividad. Para 
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The termination of the Fast Track validity as an alternative mechanism of the legislative 
procedure to concretize the reforms framed by the Peace Agreement opens the possibility of 
determining and studying the transcendence of modalities different from the ordinary, to 
modify the Political Constitution and the laws in a fast manner. Therefore, the main objective 
of this paper is to analyze the Fast Track according to the results obtained in legislative 
matters. From this perspective, three chapters are proposed that resolve the object of the 
investigation. Initially, the normative and juridical support of Fast Track is established in 
order to know its potential within the framework of the Colombian system. Then, the way in 
which the procedure in question was operated is set to recognize its effectiveness. To finish, 

























En Colombia, la Constitución Política dicto el procedimiento necesario para expedir leyes en 
el país. Así las cosas, como rama del poder público, el Congreso de la República es la 
institución competente para reformar la Constitución y hacer las leyes (Art. 114, C.P). Ahora 
bien, la Carta Magna impone un sistema de expedición legal complejo en razón a término y 
trámite, en ese sentido, para que un proyecto sea considerado ley es necesario haber sido 
aprobado en primer debate por las comisiones permanente de cada cámara, igualmente ser 
aprobado en segundo debate por las plenarias de cada cámara y finalmente haber obtenido la 
sanción presidencial (Art. 157, C.P.). En cuanto a los términos, señala el artículo 160 lo 
siguiente:  
 
Artículo 160. Entre el primero y el segundo debate deberá mediar un lapso no inferior 
a ocho días, y entre la aprobación del proyecto en una de las cámaras y la iniciación 
del debate en la otra, deberán transcurrir por lo menos quince días. (C.P, 1991) 
 
A lo anterior, se debe sumar que respecto a leyes estatutarias la Constitución exige 
mayoría absolutas de los miembros del Congreso de la República y debe hacerse dentro de 
una misma legislatura, es decir, dentro de un año de secciones. Por tanto, es evidente que en 
Colombia la expedición de una ley conlleva a un trámite legislativo complejo y difícil. 
 
En razón a lo anterior y con base en la transición suscitada por el Acuerdo de Paz con 
las Farc-Ep que obligaba al Estado ejecutar un compendio de reformas y leyes a favor de la 
reinserción social del grupo al margen de la ley, fue necesario la reestructuración del trámite 
legislativo. Esto con la finalidad de cumplir de manera rápida con los acuerdos establecidos 
en los Diálogos de Paz en la Habana, Cuba. 
 
La necesidad de incorporar de manera eficaz a los miembros de las Farc-Ep a la 
sociedad civil implicaba un compromiso institucional de las ramas del poder público, en el 
caso de la rama legislativa, la responsabilidad de expedir leyes que trataran temas 
trascendentales como los Derechos Humanos implicaba una labor no ajustada al trámite 
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legislativo constitucional. Por esa razón, como una medida excepcional y transitoria se 
establecieron artículos constitucionales transitorios que modificaron la forma de expedir las 
leyes en Colombia, con el fin de implementar lo más pronto posible lo acordado para la 
terminación del conflicto armado interno. 
 
 Este nuevo mecanismo que surgió ante reformas constitucionales por medio de actos 
legislativos se le denominó colegialmente Fast Track, por ser una vía rápida y alterna para 
expedir leyes, sin las exigencias ordinarias. Sobre el presente se suscitaron demandas de 
constitucionalidad que arguyeron la sustitución de la constitución. No obstante, más allá de 
estos señalamientos, el Fast Track quedó vigente gracias a los fallos emitidos por la Corte 
Constitucional.  
 
 Sin embargo, el máximo tribunal constitucional emitió fallos de inexequibilidad que 
permitió desde la perspectiva judicial modificar cierto grado de forma del Fast Track. Uno 
de los más trascendentales es la imposibilidad jurídica de votar en bloque las reformas y la 
posibilidad de que miembros del Congreso de la República presenten proyectos de ley por 
medio del Fast Track, potestad que radica únicamente en el poder ejecutivo.  
 
 En ese orden de ideas, la vía rápida para implementar desde el enfoque legislativo los 
Acuerdos de Paz fue acorde a la Constitución Política con algunas modificaciones que realizó 
la Corte Constitucional.  
 
 Por consiguiente, es fundamental realizar un estudio jurídico a profundidad sobre el 
presenta tema  porque como lo destaca Duran & Torres (2017): 
 
…es loable indicar que el procedimiento que trae consigo el Acto Legislativo 01 de 
2016, va a traer consecuencias jurídicas, sociales, económicas y políticas al interior del 
ordenamiento jurídico colombiano (Heraldo, Fallo sobre ‘fast track’ no pone en juego 
el proceso de paz: Gobierno, 2017), toda vez que si bien, dicho procedimiento tiene 
una vigencia limitada en el tiempo, todas aquellas leyes y actos legislativos que se 
tramiten en este lapso, tendrán plena vigencia al interior del ordenamiento, por esta 
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razón se estructuraran nuevas figuras e instituciones jurídicas que permitan 
implementar todos los lineamientos que se encuentran plasmados en el Acuerdo Final. 
(p.10) 
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En Colombia, desde el año 2012 el Gobierno del Presidente Juan Manuel Santos, inicio una 
serie de conversaciones con las FARC-EP, con el fin de negociar un acuerdo de paz, las 
cuales se han dado en diferentes encuentros en los que se definieron cinco grandes temas, 
como son: 1. Desarrollo rural, 2. Participación política, 3. Erradicación del narcotráfico, 4. 
Justicia transicional y derechos de las víctimas, y, 5. El DDR (desmovilización, desarme y 
reintegración), con miras a lograr la celebración de un Acuerdo de Paz que permitiera la 
desmovilización o reintegración a la sociedad civil de las personas que hacían parte de este 
grupo guerrillero. 
 
Tras cuatro años de negociación entre el gobierno de Santos y la guerrilla de las 
FARC-EP en La Habana, Cuba, el acuerdo de paz final fue firmado el 24 de noviembre del 
año 2016, el cual fue aprobado por el Congreso de la República. 
 
En el acuerdo de paz celebrado entre el Gobierno Nacional y las FARC-EP, se 
incluyeron diversos temas que para lograr ser implementados requerían de la promulgación 
de nuevas leyes o la modificación de algunas ya existentes, y es en este sentido que surge el 
mecanismo del Fast Track, el cual fue introducido mediante el Acto Legislativo 01 de 2016, 
incorporando un nuevo artículo transitorio a la Constitución Política de 1991, así:  
 
En el propósito de agilizar y garantizar la implementación del Acuerdo Final para la 
Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera (Acuerdo 
Final) y ofrecer garantías de cumplimiento y fin del conflicto, de manera excepcional 
y transitoria se pondrá en marcha el Procedimiento Legislativo Especial para la Paz, 
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por un período de seis meses, contados a partir de la entrada en vigencia del presente 
acto legislativo. Este procedimiento podrá ser prorrogado por un período adicional de 
hasta seis meses mediante comunicación formal del Gobierno nacional ante el 
Congreso de la República. (Artículo 1). 
 
González (s/f), se refiere a los orígenes del procedimiento del Fast Track, ubicándolos 
en: 
 
Estados Unidos (sección 102 de “The Trade Act of 1974) donde fueron utilizados para 
la negociación rápida de tratados comerciales, mediante la delegación de facultades 
que confiere el Congreso al Ejecutivo, en virtud de la cual se autorizó al Presidente 
para entrar en acuerdos recíprocos hasta 1980, desde esa fecha, el ejecutivo puede 
negociar directamente acuerdos comerciales mediante este procedimiento, sujetándose 
solamente a la consulta permanente con el Congreso, este a su vez, se obliga a aprobar 
los cambios que sean necesarios a la legislación nacional para la implementación de 
los tratados en el ámbito doméstico, lo que la propia ley denominó “Implementing 
legislation”. (p. 1).  
 
Respecto del mecanismo del Fast Track en Colombia, la Corte Constitucional en su 
Sentencia C-699 de 2016, afirmó lo siguiente: 
 
El procedimiento de reforma constitucional, del cual forma parte la disposición 
acusada, no solo es especial ya que su objeto es la transición hacia la terminación del 
conflicto, sino además excepcional (solo para implementar el acuerdo) y transitorio 
(solo por 6 meses, prorrogable por un periodo igual). Esto significa que subsisten los 
mecanismos permanentes de enmienda constitucional, los cuales no son entonces ni 
suspendidos ni derogados. Además, implica que el procedimiento solo puede usarse 
para desarrollar el acuerdo final, y no para introducir reformas desprovistas de 
conexidad con este último. 
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Lo cierto es, que el 30 de noviembre del año 2017, terminó la vigencia de un año del 
Fast Track, por lo que conviene ahora analizar la aplicación del mecanismo del fast track (vía 
rápida) o procedimiento legislativo especial para la paz por parte del Congreso de la 
República durante los años 2016 y 2017. 
 
El mecanismo legislativo del Fast Track de acuerdo a lo consagrado en la normativa y 
jurisprudencia colombiana. 
 
El Fast Track se expidió a través del Acto Legislativo 01 del 2016 titulado “por medio del 
cual se establecen instrumentos jurídicos para facilitar y asegurar la implementación y el 
desarrollo normativo del Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción 
de una paz estable y duradera”. Así, se introducen en la Constitución Política de Colombia 
cuatro artículos transitorios sobre el mecanismo legislativo de vía rápida.  
 
 De ese modo, el artículo primero del Acto Legislativo reconoce que la finalidad del 
Procedimiento Legislativo para la Paz es agilizar y garantizar la implementación del Acuerdo 
Final, por eso de manera transitoria y excepcional se pondrá en marcha dicho procedimiento.  
 
 Por tanto, la importancia del Procedimiento Legislativo para la Paz radica en que 
garantiza la implementación de lo acordado en la Habana y armoniza el trámite legislativo 
con los mandamientos constitucionales, respetando la supremacía de la Constitución Política 
de 1991.  En ese orden de ideas, el Procedimiento Legislativo para la Paz materializa lo 
establecido en el Acuerdo Final conforme a los fines del Estado Social de Derecho. En 
consecuencia, la naturaleza del procedimiento de vía rápida es constitucional. 
 
 El literal a) del artículo 1 del Acto Legislativo 01 del 2016 dice: 
 
Los proyectos de ley y de acto legislativo tramitados mediante el Procedimiento 
Legislativo Especial para la Paz serán de iniciativa exclusiva del Gobierno nacional, y 
su contenido tendrá por objeto facilitar y asegurar la implementación y desarrollo 
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normativo del Acuerdo Final para la terminación del Conflicto y la Construcción de 
una Paz Estable y duradera. (Acto Legislativo No 01; 2016). 
 
De acuerdo a lo anterior, el Gobierno Nacional tiene la potestad única de presentar los 
proyectos de ley y de actos legislativos dentro del Procedimiento Legislativo para la Paz. En 
vista a que fue el poder ejecutivo quien negoció lo establecido en el Acuerdo Final, no podrá 
otra instancian del poder público o de la estructura del Estado intervenir en lo negociado. 
Esto con el fin de que los compromisos pactados no sean modificados.   
 
Empero, el literal a) del artículo 1 transitorio del Acto Legislativo 01 del 2016 fue 
condicionado por la Corte Constitucional, aludiendo que: 
 
Si se parte de considerar que (i) el Presidente tiene la competencia exclusiva para 
suscribir acuerdos de paz, en el marco de su función de mantenimiento del orden 
público, y (ii) según lo estipula el literal a) del artículo mencionado, las iniciativas 
tramitadas bajo el procedimiento legislativo especial son de iniciativa exclusiva del 
Gobierno Nacional; entonces el Presidente concentra para sí las facultades de formular 
los proyectos del Congreso y tener el poder discrecional acerca de qué modificaciones 
pueden o no ser incluidas en las normas resultantes. Para la Corte, una concentración 
de poder de esa naturaleza plantea una grave restricción de las competencias del 
Congreso, que inciden incluso en aquellas que integran el núcleo mínimo de la función 
legislativa. (Corte Constitucional, 2017) 
 
Dicho esto, el Congreso de la República fue habilitado por el órgano judicial para 
presentar iniciativas que implemente lo establecido en el Acuerdo Final, es importante 
resaltar que con el fin de mantener lo pactado en la Habana, la Corte Constitucional limitó 
su facultad regulatoria en el sentido de que los proyectos presentados se ajuste a lo acordado, 
buscando siempre la materialización de los compromisos adquiridos.  
 
A su vez, el artículo transitorio primero que establece las reglas sobre el Procedimiento 
Legislativo para la Paz, indica que este proceso excepcional y transitorio tiene por fin 
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asegurar y facilitar el desarrollo y la implementación del Acuerdo Final. Es un mecanismo 
excepcional, porque el mismo será aplicable solamente para implementar lo convenido en la 
Habana, es decir, es invalido tratar otros temas legislativos diferentes al desarrollo del 
Acuerdo Final. Con respecto a el elemento transitorio, la duración del Fast Track es de seis 
meses, prorrogable por un termino igual. La vía rápida legislativa terminó en Colombia el 30 
de noviembre del año 2017 después de un año de funcionamiento.  
 
El literal b) del artículo 1 les dio a los proyectos de ley y de acto legislativo un tramite 
preferencia. Es decir, que tiene prelación absoluta frente a cualquier otro asunto que se 
encuentre en el orden del día. Hasta tanto las respectivas cámaras decidan sobre el asunto, no 
se podrá iniciar cualquier otro proyecto.  
 
 Con el fin de agilizar el trámite legislativo, indica el Acto Legislativo que el primer 
debate de los proyectos se surtirá en sesión conjunta de las comisiones constitucionales 
permanentes respectivas. En concordancia con lo anterior: “Los actos legislativos serán 
tramitados en una sola vuelta de cuatro debates. El tránsito del proyecto entre una y otra 
Cámara será de 8 días” (Acto Legislativo No 01, 2016). Dicho, el fin del Procedimiento 
Legislativo para la Paz es acortar los tiempos para expedir una ley o reformar la Constitución, 
implementado lo más pronto posible lo pactado. debates. El tránsito del proyecto entre una y 
otra Cámara será de 8 días. Por eso, estos proyectos podrán tramitarse en sesiones 
extraordinarias, literal i del Acto Legislativo del 2016. 
 
 Ahora bien, la norma exige que para la aprobación de cualquier proyecto será 
necesaria las mayorías previstas en la Constitución y la ley, en este aspecto no trajo 
modificación alguna el Acto Legislativo 01 del 2016.  
 
 Un aspecto que modificó la sentencia C-332 del 2017 fue la disposición que señalaba 
que las reformas que se hicieran a los proyectos de ley o de actos legislativos en el Congreso 
de la República debían ser avalados por el Gobierno Nacional. Con el estudio constitucional, 
el legislativo recuperaba su autonomía regulatoria frente a los temas legales y 
constitucionales que le otorgaba la Constitución.  
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 Así mismo, el literal j) fue modificado por la Corte Constitucional a través de la 
sentencia precitada, el cual dictaba: “En la comisión y en las plenarias se decidirá sobre la 
totalidad de cada proyecto, con las modificaciones avaladas por el Gobierno nacional, en una 
sola votación” (Acto Legislativo No 01, 2016). Mediante la sentencia C-332 del 2017 se 
anuló la votación en bloque de los proyectos tramitados en el Procedimiento Legislativo 
Especial para la Paz, bajo el siguiente criterio: 
 
Aun en escenarios de justicia transicional, no es posible sustituir las funciones de las 
Ramas del poder Público. Si bien los procesos de paz se desarrollan en un marco de 
medidas extraordinarias en el cual el Presidente de la República tiene un papel 
primordial (C.P. art. 189-4), no puede llegarse al punto de anular o vaciar las 
competencias constitucionales, en particular, las del Congreso de la República, cuando 
precisamente lo que se busca es generar mayores consensos, garantías de participación 
y espacios de reflexión en la adopción de decisiones, que legitimen y fortalezcan la 
consecución de una paz estable y duradera. (Corte Constitucional, 2016) 
 
En ese sentido, el contexto especial que supone la culminación del conflicto armado 
interno no es razón constitucional para limitar las competencias del Congreso de la 
República, fundamentalmente porque el sustento de la Carta Magna sobre este tema es que 
las distintas ramas del poder público trabajen articuladamente con el objeto de materializar 
la paz. 
 
Finalmente, respecto al trámite los proyectos de ley y de acto legislativo tendrán control 
automático y único de constitucionalidad, posterior a su entrada en vigencia. El control de 
constitucionalidad de los actos legislativos se hará solo por vicios de procedimiento en su 
formación. 
 
Resaltan Durán & Torres (2017) sobre el trámite del Fast Track lo siguiente: 
 
…podemos plantear que los aspectos diferenciadores que caracterizan el procedimiento 
legislativo especial son la excepcionalidad, la transitoriedad y el trámite preferente. Es 
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decir que, este procedimiento únicamente se puede utilizar para proferir las normativas 
que busquen la implementación del acuerdo final y por otro lado solamente está vigente 
por un periodo de seis meses prorrogables hasta por seis meses más y la prelación que 
tendrán estos proyectos sobre los que se tramitan vía procedimiento legislativo 
ordinario, todo esto establece un nuevo reto ya que exige mayor celeridad al momento 
de tramitar los proyectos de ley y de actos legislativos vía “Fast Track” y el control 
rápido por parte de la Corte Constitución. (p.8) 
 
En síntesis, el Procedimiento Legislativo Especial para la Paz es un mecanismo 
constitucional que legitima la implementación de los compromisos anotados en el Acuerdo 
final a través de un trámite expedito, que agiliza el desarrollo de los acuerdos. En otras 
palabras, es el rediseño constitucional para ajustar la Carta Magna a los requerimientos que 
exige un escenario transicional como en la terminación del conflicto armado interno. 
  
Forma en que operó el Procedimiento Legislativo Especial para la Paz o Fast Track. 
 
El Fast Track funciono en Colombia durante un año legislativo con el fin de agilizar e 
implementar el Acuerdo Final suscrito en la Habana, Cuba, entre el Gobierno Nacional y las 
Farc-Ep. Si bien se redujeron los trámites y los términos para expedir leyes y actos 
legislativos para desarrollar lo acordado, lo indudable es que la ejecución del Acuerdo de Paz 
no sucedió a las expectativas que había originado el Procedimiento Legislativo Especial para 
la Paz, esto afectó el cumplimiento de lo pactado, por lo menos en el ámbito legal.  
 
 El primer obstáculo que se presentó al Fast Track fue su vigencia en sistema 
colombiano, el artículo 5 del Acto Legislativo 01 del 2016 estableció: “Artículo 5º: Vigencia. 
El presente Acto Legislativo rige a partir de la refrendación popular del Acuerdo Final para 
la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera”.  Con el objeto 
de validar lo acordado en la Habana y legitimar el Procedimiento Legislativo Especial para 
la Paz, el Gobierno Nacional buscó apoyarse en la democracia directa a través de un 
plebiscito que reforzara lo pactado. Sin embargo, con una abstención del 63% del censo 
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(Registraduría Nacional del Estado Civil) y con la victoria del No en las elecciones, el Fast 
Track quedó en el limbo institucional. 
 
 En ese orden de ideas, la vigencia del procedimiento especial dependía de la 
refrendación popular que el Gobierno buscó materializar mediante el plebiscito del 2 de 
octubre del 2016. La derrota popular significó un duro golpe institucional al Gobierno 
Nacional que pareció quedar en una encrucijada jurídica frente a la implementación de lo 
pactado con las Farc-Ep.  
 
 Dimaté & Vernaza (2017) explican de manera precisa como el Gobierno Nacional 
soslayo lo establecido por el Acto Legislativo 01 del 106: 
 
Posteriormente, y con un profundo espacio de polarización y incertidumbre política y 
jurídica, las partes llegarían a un nuevo acuerdo, que según los anuncios oficiales 
contaba con 56 cambios, en los 57 propuestos por la oposición al Acuerdo inicial. 
Firmado el nuevo Acuerdo el 24 de noviembre, este sería afirmado por la plenaria del 
Congreso, con la mayoría de la Unidad Nacional, y sin la presencia del Centro 
Democrático, el 30 de noviembre. Así fue como el gobierno sorteó con la dificultad 
jurídica del A.L.º 1… (p.2) 
 
 Así las cosas, la vigencia del Procedimiento Legislativo Especial para la Paz se logró 
por medio de la democracia representativa (Congreso de la República) y no por la directa 
(Pueblo), lo que afecto la imagen del proceso de paz, dejando una incertidumbre de 
ilegitimidad en el escenario nacional.  
 
 Conviene subrayar que la no refrendación popular condujo a un debilitamiento 
institucional del Fast Track, esto provocó que el Gobierno Nacional perdiera legitimidad en 
los procesos de implementación.  Teniendo en cuenta que la desaprobación del Congreso de 
la República rodea el 82 % según Gallup (2017), la refrendación realizada por el legislativo 
no conllevó la legitimidad que se buscaba con el pueblo, por el contrario, la confianza sobre 
el proceso de paz decayó y la legitimidad del Procedimiento Especial para la Paz se vio 
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torpeada ante la no refrendación y los malabares políticos que se realizaron para su vigencia 
e implementación. 
 
 Con todo lo anterior, el Fast Track busco su legitimación dentro de las ramas del 
poder público, en el caso de la rama judicial, la Corte Constitucional mediante la sentencia 
C-669 del 2016: 
 
La Corte observa que el artículo 5º del Acto Legislativo al cual pertenecen las 
disposiciones acusadas supedita su entrada en vigencia a una “refrendación popular del 
Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y 
duradera”. Sin embargo, el Acto Legislativo no define qué debe entenderse por 
“refrendación popular”. En los antecedentes parlamentarios de la reforma puede 
apreciarse además que durante su trámite aún no se había establecido un único 
mecanismo de refrendación de acuerdos finales para la terminación del conflicto, y fue 
precisamente por eso que se dejó un término genérico y comprehensivo (‘refrendación 
popular’). Corte Constitucional; 2016) 
 
 El control de constitucionalidad por parte de la Corte Constitucional frente al Acto 
Legislativo 01 del 2016 igualmente obstruyó el desarrollo de la norma constitucional como 
se había planteado inicialmente, por medio de la sentencia C-332 del 2017 se dictaron sub 
reglas que reformaron el procedimiento.  
 
 Roa (2017) expresa sobre el control de constitucionalidad realizado al Fast Track lo 
siguiente: 
 
El nivel de exigencia de la Corte Constitucional en relación con el procedimiento 
legislativo especial o fast track refuerza la presunción de validez de las normas 
aprobadas mediante ese procedimiento y aumenta la deferencia exigible al tribunal en 
relación con las reformas necesarias para implementar el acuerdo de paz. (p.7) 
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 En ese sentido, se declaró inexequible el literal h) del Acto Legislativo 01 del 2017, 
el cual prohibía modificaciones de los proyectos de ley o actos legislativos que presentara el 
Gobierno Nacional por parte del Congreso de la República. La resolución de 
inconstitucionalidad contra esta disposición permitió que el legislativo mediara en la 
implementación de la paz, pudiendo realizar modificaciones a los textos presentados por el 
Ejecutivo, esto significó que lo pactado en la Habana no se cumpliera de manera precisa y 
que los tiempos legislativos para expedir la norma se aumentaran. 
 
 Hay que mencionar, además que el literal j) también fue declarado inexequible por 
parte de la Corte Constitucional, aduciendo que se limitaba las competencias del Congreso 
de la República. En consecuencia, las modificaciones realizadas a los proyectos de ley o de 
actos legislativos no debían contar con el aval del Gobierno; por tal motivo, las votaciones 
no implicaban sufragar el bloque, pudiéndose discutir y votar artículo por artículo. Por lo 
anterior, la agilidad que promovía el Acto Legislativo se redujo en vista a la habilitación del 
Congreso de la República para discutir y modificar estas reformas. 
 
 Sin dudas, el control constitucionalidad distorsiono el propósito del Procedimiento 
Legislativo Especial para la Paz, ralentizando el proceso que se había establecido para la 
implementación de lo acordado.  
 
 En consonancia con los problemas jurídicos que involucró el Procedimiento 
Legislativo Especial para la Paz, surgieron inconvenientes políticos que limitaron su 
proyección en el legislativo. El tratamiento de derechos fundamentales que supuso proyectos 
de ley y actos legislativos que implementaba el Acuerdo Final implico un costo político 
importante en el Congreso de la República, pues muchos de estos temas significaban 
concesiones legales a favor del grupo al margen de la ley que se reinsertaba a la vida civil. 
Sin dudas, esto en el escenario legislativo genero controversias que troncaron el desarrollo 
del proceso. 
 
 En consecuencia, los primeros meses de la puesta en marcha de los mecanismos 
especiales establecidos para incorporar al ordenamiento jurídico colombiano las 
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disposiciones del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto suscrito entre el Gobierno 
Nacional y la guerrilla de las FARC, evidenciaron una intensa actividad por parte del 
Gobierno y el Legislativo que resultó en la adopción de un número significativo de normas, 
y dio pie a importantes pronunciamientos por parte de la Corte Constitucional. Para el 
segundo semestre del año, la voluntad política y el tratamiento especial de derechos 
fundamentales debilito su proyección en el ámbito legislativo, esto en gran parte por el 
escenario electoral que involucraba al país y la desaprobación del Gobierno Nacional por 
parte del pueblo. 
 
Leyes y reformas que fueron tramitadas mediante el mecanismo del Fast Track o 
procedimiento legislativo especial para la paz. 
 
El Procedimiento Legislativo Especial para la Paz fue un mecanismo trascendental para 
aprobar las leyes necesarias para implementar lo acordado en la Habana, sin embargo, el paso 
del Acuerdo Final por el legislativo estuvo cargado de inconvenientes que disminuyó la 
proyección del Fast Track. No obstante, muchas leyes se aprobaron gracias a este mecanismo 
legislativo originado en respuesta a la culminación del conflicto armado interno, pero, 
también muchos temas legislativos que se pensaban desarrollar por medio del Fast Track no 
fueron posibles ser atendidos por el Congreso de la República, por lo que estos asuntos serán 
desarrollados por el proceso ordinario, ya que, el Gobierno Nacional no contaba con un plan 
de contingencia.  
 
La Ley de amnistía (Ley 1820 del 2016) fue el primer compendio normativo que se 
aprobó por medio del Fast Track, la cual otorgó al Gobierno Nacional la facultad de dictar 
indultos y amnistías frente a los delitos políticos y conexos que fueron cometidos por el grupo 
al margen de la ley dentro del conflicto armado interno. Así, se establecieron garantías 
judiciales para la reincorporación a la vida civil de los excombatientes.  Ley es clara en no 
incluir dentro de la amnistía los crímenes de lesa humanidad, los crímenes de guerra, 
genocidio y todos aquellos que impliquen violaciones a los derechos humanos y al Derecho 
Internacional Humanitario. 
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 Respecto a los militares que cometieron delitos dentro del conflicto armado interno 
la ley los excluye, estableciendo para ellos un tratamiento penal diferenciado, el cual hará 
parte de la Jurisdicción Especial para la paz. Esta ley fue aprobada por unanimidad en primer 
y segundo debate.  
 
 La participación política-Ley 1830 del 2017- de las Farc-Ep también fue aprobada 
por el Procedimiento Legislativo Especial para la Paz en el año 2017. Así las cosas, es una 
Ley Orgánica que garantiza la representación política de las Farc-Ep a través del movimiento 
Voces de Paz, el cual se conformó por seis personas o voceros.  Estas personas, de talante 
intelectual, podrán participar e intervenir en las sesiones del Fast-Track, pero no tienen voto. 
También deben realizar labor de veeduría en el proceso de implementación de los acuerdos. 
En ese sentido, se aseguro la presencia de representantes de las Farc-Ep en el Congreso de la 
República antes de la culminación del antiguo Congreso de la República, con el fin de velar 
por el cumplimiento de lo pactado. 
 
 Igualmente, el Acto Legislativo 03 del 2017 permitió la participación política de las 
Farc-Ep en el Congreso de la República en la próxima legislatura, pasando a ser un partido 
político con personería jurídica y con todas las garantías legales. Asimismo, se comprometió 
la presencia de los miembros del grupo guerrillero a las Jurisdicción Especial para la Paz.  
 
 El Acto Legislativo 01 de 2017-justicia transicional- fue otro proyecto constitucional 
que se aprobó por medio del Procedimiento Legislativo Especial para la Paz. Por tanto, 
mediante la constitución una nueva jurisdicción se creo el Sistema Integral de Verdad, 
Justicia, Reparación y No Repetición. El cual además de juzgar a los desmovilizados de las 
Farc-Ep, garantiza el conocimiento de lo que realmente ocurrió, determinar las 
responsabilidades de dichos hechos y reparar a las víctimas de manera amplia y contundente. 
 
 El Acto Legislativo 02 del 2017 blindo jurídicamente el acuerdo de paz, pues 
posibilito que a la Constitución Política de 1991 se le agregará un artículo transitorio para 
que el Acuerdo de Paz se cumpliera dentro de los próximos gobiernos. Así, durante los 
próximos tres gobiernos se debe respetar lo acordado.  




 Por su parte, el Acto Legislativo 04 del 2017 modifico el sistema de regalías, con esta 
reforma constitucional se comprometió a las entidades territoriales que los ingresos que 
provengan del sistema serán invertidos dentro de los próximos 20 años en proyectos que 
implemente el proceso de paz. En ese orden, se financia políticas públicas que cumpla con lo 
destinado en el Acuerdo de Paz desde las regiones. 
 
 El Acto legislativo 05 del 2017 estableció el monopolio de la fuerza en el Estado, por 
tanto, el Estado quedó con el monopolio de la fuerza y la defensa de todo el territorio. En el 
acto legislativo queda prohibida “la creación, promoción, instigación, organización, 
instrucción, financiación, apoyo, tolerancia, encubrimiento o favorecimiento de grupos 
civiles armados organizados ilegales de cualquier tipo, incluyendo los denominados 
autodefensas, paramilitares” (Acto Legislativo No 05; 2017) 
  
 La Ley 1865 del 2017 dotó de fuerza financiera a la Unidad Nacional de Protección, 
por consiguiente, se convinieron nuevos recursos para que la UNP ampliara su planta de 
personal con el propósito de asegurar la integridad física de los diferentes excombatientes de 
las Farc-Ep.  
 
 El Estatuto de la Oposición, después de 26 años, es compromiso de la Constitución 
Política de 1991 que se cumplió a través del Procedimiento Legislativo Especial para la paz, 
que constituyó un marco de apertura democrática. Desde ese enfoque, se brindan garantías 
en específico a quienes deciden ejercer su derecho a la oposición, en calidad de miembros de 
partidos políticos o movimientos sociales con representación en órganos institucionales. 
También, se otorgan garantías para los movimientos y partidos políticos que no se alinean en 
ninguno de los extremos políticos, es decir, oficialismo u oposición. 
 
Finalmente, por medio del Fast Track se aprobó el Sistema Nacional de Innovación 
Agropecuaria, el cual establece medidas para promover la investigación agropecuaria, el 
desarrollo tecnológico, la capacitación e implementación de procesos de innovación para 
mejorar la productividad agrícola en Colombia. 




 Un apartado especial merece las Circunscripciones Especiales para la Paz que según 
el Ministerio del Interior fueron aprobadas por el Congreso de la República. Esta reforma 
garantizaba que 16 víctimas de las regiones más golpeadas por el conflicto cuenten con 
curules en el Congreso por los próximos tres periodos. Sin embargo, el Consejo de Estado 
resolvió la controversia jurídica ocasionada en este tema, aludiendo que no se cumplieron las 
mayorías exigidas por el Procedimiento Legislativo Especial para la Paz. Por tanto, 
actualmente este proyecto no pudo ser aprobado por medio del Fast Track. 
 
Dentro de los asuntos que debieron ser tramitados a través del Procedimiento 
Legislativo Especial para la Paz y que no se aprobaron al terminar el respectivo plazo 
transitorio se encuentran los siguientes temas: 
 
1. Zonas de Reserva Forestal (Proyecto de Ley 196 de 2018, aprobado en primer debate 
de Comisiones Quinta del Senado y Cámara) 
2. Sometimiento y acogimiento a la justicia de miembros de organizaciones criminales. 
(Proyecto de Ley 119 de 2017) 
3. Regulación del Sistema Nacional Catastral Multipropósito (Proyecto de Ley No 424 
de 2018). 
4. Servicio Público de adecuación de tierras (Proyecto de Ley 009 de 2017) 
5. Modificación parcial de la Ley 996 del 2005 (Proyecto de Ley 004 de 2017) 
6. Tratamiento penal diferenciado para pequeños cultivadores (Proyecto de Ley No 13 
de 2017) 
7. Modificación a la ley que organiza del plan nacional de desarrollo ( Proyecto de Ley 
113 de 2017).  
 
El Fast Track permitió aprobar de manera expedita asuntos legislativos fundamentales 
para la implementación y el desarrollo del Acuerdo Final. Empero, muchos temas quedaron 
pendientes de ser aprobados, estos ya no pueden ser tramitados por el Procedimiento 
Legislativo Especial para la Paz, sino por el régimen ordinario. 
 





El Procedimiento Legislativo Especial para la Paz es un mecanismo transitorio y excepcional 
que se diseñó con base en el Acuerdo Final y que buscaba agilizar la implementación de lo 
pactado por medio de un proceso legislativo expedito. En ese sentido, fue la respuesta 
institucional para concretar lo pactado desde el ámbito legal, asegurando la reinserción de los 
desmovilizados del grupo guerrillero en la sociedad civil. Ahora bien, el Fast Track fue un 
procedimiento transitorio porque se estableció por un término de seis meses, prorrogable por 
un mismo tiempo. Excepcional, porque únicamente puede versar sobre la terminación del 
conflicto armado interno, es decir, su ámbito de aplicación solo se somete a la 
implementación de lo pactado.  
 
 En ese sentido, se establecieron reformas constitucionales y legales que causaron un 
nuevo esquema jurídico para el tratamiento de los desmovilizados, concediendo flexibilidad 
institucional para el tratamiento de los derechos de las víctimas y los ex insurgentes. Lo 
anterior lleva a que el “Fast Track” se constituyó como un mecanismo de eficiencia legal 
para construir un marco normativo para la resocialización de los miembros de las Farc-EP. 
Lo que posibilito al Congreso de la República ejercer su potestad regulatoria sin las 
exigencias connotadas por la Constitución Política para la expedición de leyes. 
 
 Sin embargo, se considera que dicha reforma era imperiosa con el fin de materializar 
la paz, deber institucional y social que es el derecho fundamental por el cual las personas se 
asocian, ya que, el fundamento del “contrato social”, es decir, del Estado es asegurar la paz 
de los habitantes. Es el fin por el cual se congrega la población, por eso, siempre que el objeto 
de modificar la Constitución Política de Colombia tenga como sustento la materialización de 
la paz, la reforma será legitima. 
 
 El Procedimiento Legislativo Especial para la Paz es un mecanismo constitucional 
que legitima la implementación de los compromisos anotados en el Acuerdo final a través de 
un trámite expedito, que agiliza el desarrollo de los acuerdos. En otras palabras, es el rediseño 
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constitucional para ajustar la Carta Magna a los requerimientos que exige un escenario 
transicional como en la terminación del conflicto armado interno. 
 
El desarrollo legal de los mecanismos especiales para la paz conllevó una actividad 
legislativa intensa, lo que produjo un número importante de normas, lo cual a su vez impulsó 
la actividad de vigilancia y supremacía de la Constitución por parte de la Corte 
Constitucional. El segundo semestre, la voluntad política y el tratamiento especial de 
derechos fundamentales debilitó su proyección en el ámbito legislativo, en parte, por el 
escenario político que se instituyó por el acercamiento de unas nuevas elecciones. 
 
 Dicho esto, la efectividad del Fast Track se entorpeció por problemas jurídicos y 
políticos que ralentizaron su desarrollo en el ámbito legal.  El Procedimiento Legislativo 
Especial para la Paz tuvo distintos problemas que afectaron su desarrollo, lo anterior se 
fundamenta principalmente por la falta de legitimación popular.  
 
 Muchas leyes se aprobaron gracias a este mecanismo legislativo originado en 
respuesta a la culminación del conflicto armado interno, lo cual sirvió para responder a los 
compromisos pactados con las Farc-Ep. Más allá de lo anterior, el Fast Track no fue lo que 
se esperaba, porque el manto de reformas que se esperaban por medio de este mecanismo se 
mantuvo lejos de la realidad, lo que generó que los temas pendientes sean ejecutados por el 
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